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Restricciones al derecho de voto

Limits to the right to vote
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 y Alberto Mejía**

RESUMEN

El presente trabajo analiza las restricciones a los derechos políticos de los 

extranjeros en México. Estas restricciones significan no sólo la imposibi-

lidad de votar y ser votados, sino también la prohibición de participar en 

la vida pública del país. Entre los motivos para dicha segregación se en-

cuentran estrictamente razones culturales: conflictos por doble naciona-

lidad, desconfianza hacia el extranjero, dudas sobre la fidelidad hacia la 

patria de residencia en caso de conflicto con su país de origen o incluso 

repudio hacia lo distinto o ajeno. Para finalizar, el artículo propone algunas 

soluciones a este problema.

PALABRAS CLAVE: derecho de voto, restricciones a los extranjeros, ra-

zones culturales.

ABSTRACT

The article analyzes the limits to the right to vote or be elected in a political 

election of the foreigners in Mexico. The limits means no just the restriction 
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to vote or be voted but the prohibition to take an active part in the public 

life of the country. The cause of this is based on cultural reasons: distrust 

of the foreigner, doubts about the loyalty (of the foreigners), etc. Finally, the 

work suggests making some legal changes to bring about a solution.

KEYWORDS: rigth to vote, ilimits to the foreigners, cultural reasons.
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Notas introductorias

P
robablemente, las restricciones a los derechos políticos de los ex-

tranjeros residentes en México, traducidas en su incapacidad de 

votar y ser votados,1 sean uno de los últimos reductos de segre-

gación democrática e integracional en tiempos modernos. Las razones cul-

turales, como los conflictos por doble nacionalidad (CPEUM, artículo 32), la 

desconfianza hacia el extranjero, dudas sobre la fidelidad hacia la patria de 

residencia en caso de conflicto con su país de origen o incluso el repudio 

hacia lo distinto o ajeno, se puede intuir que se encuentran traducidas en 

la norma suprema (diseño del texto constitucional), aunque no son abso-

lutamente explícitas e incluso pueden resultar contradictorias para expli-

car el objeto, así como la racionalidad de la medida.

En el texto se analiza el sentido y la razón de mantener las restriccio-

nes a los derechos políticos de los extranjeros. Tales restricciones signifi-

can no solamente la imposibilidad de votar y ser votados, sino también la 

prohibición de participar en la vida pública del país. Esta prohibición nie-

ga uno de los principios fundamentales de la democracia: el derecho de 

ser tomado en cuenta.

El derecho al voto
Estos derechos políticos aparecen en el siglo XIX y hacen referencia a los 

derechos de participación en el gobierno de los asuntos del Estado, la 

administración de la res publica. Se trata de los derechos positivos que 

garantizan a todo miembro de la sociedad la posibilidad de participar po-

líticamente con plenitud en dicha sociedad. Vinculan a los individuos con 

el Estado y tienen la finalidad de garantizar su participación en la elabora-

ción de las leyes que van a regir la vida social. En general, están vincula-

dos a instituciones del Estado, como parlamentos y el resto de los órganos 

de gobierno (Marshall 1992).

1 Artículos 8, 33, 35 I y II y 41 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
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Desarrollo

Democracia y derechos políticos 

Algunas definiciones de democracia

Es difícil concebir un concepto total de democracia que involucre a las dis-

tintas formas de la política real. En este sentido,

los diversos regímenes políticos que podemos observar en la reali-

dad y a los cuales nos referimos cotidianamente al hablar de “demo-

cracias”, nos muestran, luego de un breve análisis, una serie de di-

ferencias mayores o menores que los distinguen entre sí, a pesar de 

que utilizamos un mismo calificativo: el de sistemas democráticos o 

el de formas de gobierno democráticas cuando pensamos en ellos 

(Córdova 2004, 22-5).

A partir de este punto, es posible recurrir a algunas definiciones ge-

néricas sobre democracia que nos permitan comenzar a trabajar con el 

tema, sin necesidad de construir un concepto demasiado cerrado que re-

sulte excluyente. 

En este sentido, la definición más útil es la procedimental. Algunos au-

tores consideran que la democracia en occidente se basa en un modelo 

simple de procedimientos de decisión. 

Todos los poderes están, directa o indirectamente, sujetos a la ley 

aprobada por instituciones representativas de la voluntad popular. Por 

ello, la democracia política se realiza con el sufragio universal, es de-

cir, con la participación de todos los sujetos interesados en las decisio-

nes legislativas, o cuando menos en la elección de los representantes 

competentes para tomar tales decisiones (Ferrajoli 2003, 221).



Gustavo Fondevila / Alberto Mejía

155Restricciones al derecho de voto

En el fondo, la democracia aparece aquí definida como un procedimien-

to de decisión política basado en “la regla de mayoría (ya sea en el nivel de 

elección de los representantes o en el de las decisiones públicas que és-

tos adoptan en las asambleas legislativas)” (Vitale 2002, 46).

Una definición de democracia debe tener un contenido mínimo para 

permitir su consecución con mayor facilidad. Ésta debe concebirse como 

“un método o un conjunto de reglas de procedimiento para la constitución 

del gobierno y para formación de las decisiones políticas (es decir, de las 

decisiones vinculatorias para toda la sociedad)” (Bobbio 1985, 82).

Se trata de una serie de directrices que tienen que ver con la competencia 

y con los procedimientos (el quién y el cómo) establecidos para determinar la 

voluntad colectiva, que se traduce en la adopción del sufragio universal. Es 

decir, un otorgamiento del derecho-poder de decisión al mayor número po-

sible de individuos (respondiendo al primer planteamiento), y de la regla de 

mayoría como instrumento para decidir (respondiendo al segundo).2 

De este modo, se puede reconocer la existencia de dos tipos de demo-

cracia: la ideal y la real. La ideal es una construcción teórica inalcanzable 

en la vida fáctica, por la tensión entre libertad e igualdad (Rawls 1999) y 

también por la dificultad para realizar aproximaciones al ideal límite del in-

dividuo racional. La real tiene que ver con la idea de atenuación entre prin-

cipios que los hagan compatibles.

Principios democráticos

Los valores fundamentales de la democracia son la igualdad y la libertad. 

Estos valores la distinguen de otros sistemas políticos e inspiran su finalidad. 

La realización de ambos principios es imposible porque están en tensión 

permanente. Pero al mismo tiempo, no son excluyentes y se debe recurrir 

a la atenuación mutua o recíproca para hacerlos compatibles.

2 Bobbio reconoce la influencia de Kelsen en la construcción teórico-filosófica de la definición de 

democracia.
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El principio de igualdad

El principio de igualdad debe ser ajustado con el sentido de determinar sus 

alcances. Las preguntas básicas serían: ¿igualdad entre quién o quiénes?, 

¿igualdad en qué cosas o niveles? Este principio democrático aplicado a 

la cuestión de los derechos políticos se puede interpretar como igualdad 

de residentes y ciudadanos en derechos políticos.

El principio de libertad

Desde la modernidad, la filosofía política diferencia entre dos tipos de li-

bertad: la negativa (libertad según los modernos) y la positiva (libertad 

para el mundo antiguo). La libertad negativa implica una esfera individual 

entendida como una esfera sin intervenciones externas (del Estado o de 

otros individuos). Es la libertad liberal clásica (Kant 1998). Se trata de un 

hacer o no hacer sin tener impedimentos u obligaciones y está basada en 

una noción fuerte de individuo como una autonomía moral que toma de-

cisiones en libertad, y cuya libertad de decisión (libre albedrío) es el fun-

damento del carácter moral de sus decisiones y acciones. Esta libertad 

está pensada para sociedades modernas, compuestas por individuos li-

bres. Frente a esto, la libertad positiva está relacionada con la posibili-

dad de participar en la discusión de los asuntos públicos (de la polis o 

comunidad). No se trata de una libertad de hacer, sino más bien, de la 

posibilidad de participar. Ser libre en el mundo antiguo implicaba ser ciu-

dadano, es decir, tener la capacidad política de asistir a las asambleas 

en la arena pública y participar.

Para muchos autores,3 el tratamiento de la libertad que se imponga a 

las personas, por parte de un sistema de gobierno, es el elemento decisi-

vo para que su carácter sea o no democrático. La democracia es aquella 

forma de gobierno en la cual los destinatarios de las normas o de las de-

cisiones colectivas tienen la posibilidad de participar de manera directa o 

3 Hans Kelsen (1920) es el más representativo. 
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indirecta en su proceso de creación.4 Aunque esto se puede entender de 

muchos modos, desde el problema de la génesis democrática de las le-

yes en la que el compromiso y participación de los destinatarios es fun-

damental (comunitarismo), hasta la aplicación democrática de las mismas 

sin tomar en cuenta el grado de participación de los destinatarios (libera-

lismo). Sobre la idea de la libertad hay diversas formas de entender su ins-

titucionalización en la vida democrática de un país (Habermas 1987). Una 

muy extendida es usar el principio de mayoría y el de representación pa-

ra explicar el funcionamiento y la aplicación del principio de libertad en la 

vida política cotidiana.

El principio de mayoría y el de representación

En la actualidad, en el contexto de sociedades de masas, el consenso 

unánime en la toma de decisiones en una democracia es prácticamente 

imposible. Existe una pluralidad de personas tan diversa que la mayoría 

de las democracias occidentales han adoptado la mecánica parlamenta-

ria de mayorías y minorías. El objetivo del “principio de mayoría” es bus-

car que las decisiones colectivas estén de acuerdo con el mayor número 

posible de individuos y en desacuerdo con la menor cantidad. Y tiene co-

mo consecuencia la priorización de las decisiones mayoritarias en desme-

dro de las minoritarias.

A pesar de esta priorización, la dinámica no es excluyente, y eso se 

debe al funcionamiento del “principio de representación”. Dicho principio 

evita la perpetuación del dominio absoluto de la mayoría, pues la minoría 

tiene derecho a participar en la discusión. Y por medio de los mecanismos 

de renovación en la representación democrática puede dejar su estatus de 

minoría y a la larga convertirse en mayoría, y viceversa.

4 De acuerdo con el modelo de democracia adoptado (Habermas 1996, 277-92).
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La idea de autonomía política en la participación 

política de todas las personas

Los principios de libertad, igualdad y de mayoría y representación pueden 

ser vistos como un presupuesto para la idea de autonomía política. Dicha 

autonomía “no se ejercita al tomar la decisión de adoptar como correcto 

un determinado principio moral, si la misma no va precedida de una ade-

cuada reflexión y se produce en una situación de aislamiento, sino que se 

corresponde con la libre participación en una discusión tan amplia y re-

flexiva como sea posible…” (Nino 1991, 49).

La autonomía política debe entenderse a la luz de la participación, que 

asume al individuo como agente capaz de influir en el resultado colec-

tivo, lo que propicia la discusión y el acuerdo mayoritario, que son con-

ceptos fundamentales en la democracia moderna; ahora bien, propiciar 

la discusión amplia y reflexiva aconsejada por Nino, sólo es posible si la 

democracia se asume como un derecho fundamental, concebidos éstos 

a la manera de Ferrajoli “todos aquellos derechos subjetivos que corres-

ponden universalmente a ‘todos’ los seres humanos en tanto dotados 

del status de personas, o de ciudadanos o de personas capaces de ac-

tuar” (Vitale 2002, 43).

 En este sentido, una democracia debe propiciar la libertad de partici-

pación en la discusión, la cual conduce hacia acuerdos mayoritarios, y en 

esta discusión deben tomar parte la mayor cantidad de agentes políticos 

que sea posible; para Ferrajoli deben actuar todos los seres humanos ca-

paces de hacerlo. 

La concepción de Ferrajoli ha sido ampliamente criticada por conside-

rar que es utópica. Sobre el tema, Vitale ha propuesto una respuesta gra-

duada, a medio camino entre la utopía y el autoritarismo. 

Otra respuesta se puede encontrar en los postulados modernos de 

los derechos colectivos entendidos como una teoría eventualmente 
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limitada a los derechos que Kymlicka (1995) ha definido polyethnic 

rights es decir a un conjunto de concesiones y derogaciones a favor 

de personas físicas que pertenecen a esta o aquella minoría cultural 

(Vitale 2002, 49).

Sobre este punto está planteada la problemática del derecho al voto, 

la pregunta es: ¿debemos conceder a los extranjeros residentes la capa-

cidad de gozar de los principios democráticos de libertad, igualdad, ma-

yoría, representación y autonomía política? 

Criterios de exclusión como formas 
de discriminación injustificadas

Históricamente, las minorías o grupos vulnerables han sido excluidas de 

sus derechos políticos en el desarrollo político de las democracias occi-

dentales. Al mismo tiempo, ese desarrollo puede leerse como una géne-

sis y avance continuo de los derechos de las minorías. Al punto que en la 

actualidad, la exclusión política se traduce en la práctica en la vulneración  

de los principios democráticos esenciales. La idea de minoría como minoría de  

poder no se encuentra necesariamente vinculada a la idea de minoría po-

blacional (en términos estadísticos). Esto significa que un grupo puede ser 

mayoritario en términos estadísticos, pero minoritario en términos de po-

der y acceso a los recursos materiales de la sociedad.5

En este contexto, tradicionalmente la capacidad de votar o ser votado 

ha sido una facultad excluyente para diversas minorías. Los criterios de se-

lección y exclusión se han basado en cuestiones como la condición social, 

de género, creencias religiosas, identidad étnica, entre otras.

5 Las mujeres son un buen ejemplo de esto último. Aunque en términos estadísticos represen-

tan la mitad o más de la población del país, en muchos temas conforman un grupo vulnerable 

porque el sistema político, económico y social les asigna menores posibilidades de participa-

ción que a los hombres.
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En tal sentido se pueden reconocer los principales criterios de exclu-

sión, que son los siguientes:

1. Criterio de la condición social: las únicas personas con derecho 

a voto son aquellos ciudadanos hombres, con un determinado ni-

vel de renta y pertenecientes a cierta clase social. El ejemplo más 

claro es el Imperio Romano y su división clasista (Gibbon 1994).

2. Criterio de género: solamente los hombres con determinadas ca-

racterísticas ―ya sea de instrucción o de edad― pueden votar. Es-

to excluye a las mujeres. En países latinoamericanos, el derecho 

de voto de la mujer para elecciones nacionales es bastante recien-

te. En México, en 1953; en Ecuador, en 1924 y Brasil en 1933. En 

Uruguay, en 1932; en Venezuela y Argentina, en 1947; en Chile y 

Costa Rica, en 1949; en Bolivia, en 1952; en Honduras, Nicaragua 

y Perú en 1955; en Colombia, en 1957 y Paraguay en 1961 (Calde-

rón 2003). 

3. Criterio de instrucción: es aquél que hace referencia a requisitos 

de instrucción escolar. Generalmente se debe tener conocimientos de 

lectura y escritura (García 1981).6

4. Criterio de origen étnico: para poder votar y ser votado no se de-

be pertenecer a algún grupo étnico determinado; utilizado general-

mente en países con pasado colonial. En el caso australiano con 

los aborígenes se otorgó hasta 1962 (Broome 2005).

Los criterios son diferentes y obedecen a cuestiones culturales que 

responden a realidades fácticas de dominio cultural, subordinación de gé-

nero y exclusión racial con base en criterios antidemocráticos. Esto se tra-

duce en diseños jurídicos excluyentes de grupos determinados (minorías) 

6 Un buen ejemplo es el caso de Perú. La Constitución de 1823 exigía ser alfabeto para gozar 

del derecho al sufragio, aunque hizo la excepción de que este requisito se exigiría hasta des-

pués de 1840.
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a los que se les cataloga como inferiores o no dignos de tener influencia 

en la cosa pública. 

Regulación normativa sobre  

el extranjero en México

La regulación normativa aplicada históricamente a extranjeros ha sido la 

siguiente:

Constitución de Apatzingán (1814), artículo 14: 

Los extranjeros radicados en este suelo, que profesaren la religión 

católica, apostólica y romana y no se opongan a la libertad de la na-

ción, se reputarán también ciudadanos de ella, en virtud de carta de 

naturaleza que se les otorgará y gozarán de los beneficios de es-

ta ley. 

Era un ordenamiento vanguardista en muchos aspectos; los derechos 

políticos de los extranjeros no eran la excepción. Otorgaba los mismos de-

rechos que al ciudadano, entre ellos la capacidad de votar y ser votado, 

con ciertos requisitos.

Plan de Iguala (1821). Poco antes de consumada la independencia de 

México, no existían distinciones de protección de garantía o estatus nor-

mativo entre nacionales y extranjeros.

Constitución de 1857. En su artículo 1 establecía que los derechos del 

hombre son la base y el objeto de las instituciones sociales. Sin embargo, 

en los artículos 32 y 33 se señalaban límites a los derechos del hombre en 

materia política a los no ciudadanos de la República. El artículo 32 indica-

ba que los mexicanos serían preferidos a los extranjeros en igualdad de 

circunstancias, para todos los empleos, cargos o comisiones (es un ante-

cedente directo de la regulación de la Constitución de 1917). El artículo 33 

establecía la facultad para expulsar al extranjero pernicioso (es un antece-

dente directo del tratamiento regulado por la Constitución de 1917).
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Ley de Extranjería y Naturalización de 1886. Capítulo IV. Derechos y 

obligaciones de los extranjeros. El ordenamiento admite plenamente el go-

ce de los derechos civiles para el extranjero.

Ley de Nacionalidad y Naturalización de 1934. Capítulo IV. Derechos 

y obligaciones de los extranjeros. El artículo 33 de dicho ordenamiento con-

sagraba la “cláusula Calvo” que en términos muy generales establecía la 

aceptación del extranjero de la aplicación de la normatividad local, renun-

ciando al derecho de su país de origen.

Ley de Inmigración de 1908. Promulgada por Porfirio Díaz, entró en vi-

gor el 1° de marzo de 1909 y rigió hasta el 31 de mayo de 1926. Contenía 

disposiciones generales sobre inmigración. Señalaba que todo lo referen-

te a esta materia era competencia de la Secretaría General de Goberna-

ción. Algunas de las disposiciones tan particulares de esta ley eran que 

todo extranjero debía ser sometido a reconocimiento para determinar su 

admisión. Esta ley preveía las clases de extranjeros cuyo estado de salud, 

capacidad física o modo de vivir pertenecían a sociedades anarquistas. De 

igual manera, su responsabilidad en la comisión de delitos le impedían el 

ingreso al país, con la supuesta finalidad de evitar la perturbación del or-

den público. Esta ley no hacía referencia alguna a documentos migratorios 

o de identidad exigidos a los extranjeros para ingresar al país; tampoco se 

regulaban las calidades y características migratorias. Dicho ordenamiento 

establecía la facultad del Ejecutivo para ordenar la expulsión del extranje-

ro al país de su procedencia cuando hubiera ingresado al territorio nacio-

nal con violación de los preceptos legales, siempre y cuando no tuviera 

más de tres años de residencia en la República.

Ley de Migración de 1926. Expedida por Plutarco Elías Calles el 19 

de abril de 1926, abrogó la ley de 1908. Trató de implementar un mayor 

control respecto de la entrada y salida de los extranjeros. Los inmigran-

tes debían manifestar su calidad al cónsul mexicano, el cual los inscri-

bía en el Registro de Extranjeros, y se les otorgaba una tarjeta individual 

de identificación.
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Ley de Migración de 1930. Regulaba la materia migratoria con mayor 

detalle; contenía un capítulo específico sobre servicio migratorio en el que 

se establecía la responsabilidad de la Secretaría de Gobernación. El trán-

sito de inmigrantes sólo podía realizarse en los lugares designados, en ho-

rario determinado y con la intervención de las autoridades migratorias. Los 

extranjeros debían cubrir el impuesto de migración respectivo. Dicha ley 

consideraba dos calidades migratorias para ingresar al país: inmigrantes y 

transeúntes. Los primeros eran los extranjeros que entraban al país con el 

propósito de radicar en él por motivos de trabajo o los que hubieren perma-

necido en el país por más de seis meses; los transeúntes estaban de paso 

por el territorio nacional. El ingreso ilegal al país constituía una infracción 

administrativa. La pena de expulsión o deportación prescribía a los cinco 

años de residencia en el territorio nacional. Existía un reglamento publica-

do el 14 de junio de 1932, que contenía los requisitos para expedir la tar-

jeta de identificación. Se cancelaban las tarjetas de identificación cuando 

los extranjeros salían del país y contenía un apéndice sobre el uso de los 

diferentes modelos de las tarjetas. También se amplió la clasificación de 

transeúntes agregando las categorías existentes, por ejemplo, hombre 

de negocios, agente viajero, estudiante y transmigrante. Por último, se de-

terminaban motivos y casos de deportación.

Ley General de Población de 1936. Restringía la inmigración, estable-

cía la facultad de la Secretaría de Gobernación para elaborar estadísticas 

o proyecciones que determinaban el número máximo de extranjeros que 

podían admitirse durante un año en el país y prohibía por tiempo indefini-

do la entrada de inmigrantes trabajadores. Creaba la Dirección General de 

Población como unidad administrativa de la Secretaría de Gobernación, 

competente para conocer sobre la materia de migración.

La Ley General de Población enlistaba las siguientes calidades migra-

torias: turista, transmigrante, visitante local, visitante, inmigrante o inmi-

grado. Para ello necesitaban un examen médico, información personal 

y estadística, identificación mediante la tarjeta respectiva, acreditación  
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de buena conducta y de profesión o medio honesto de vivir, entre otros. El 

ingreso ilegal al país era considerado infracción administrativa, se sancio-

naba con multa y la deportación. La ley señalaba expresamente algunos ca-

sos en los que procedía la deportación. En su artículo 83 establecía que el 

cónyuge de un inmigrante extranjero sería deportado o repatriado en caso 

de que hubiera ruptura del vínculo matrimonial antes de cinco años conta-

dos desde la fecha de su internación. El artículo 129 establecía una multa 

y deportación a los turistas que permanecían en el país por más tiempo del 

autorizado. Los extranjeros deportados por violaciones a la ley no podían 

regresar al país sin autorización expresa de la Secretaría de Gobernación 

y después de haber cumplido con las sanciones y condiciones que se les 

hubieran impuesto. Este ordenamiento careció de reglamento.

Ley General de Población de 1947. Publicada el 27 de diciembre de 

1947, abrogó la Ley General de Población de 1936. Fue expedida por el 

Poder Legislativo a diferencia de las anteriores, expedidas por el Ejecuti-

vo. La Secretaría de Gobernación tenía la facultad para fijar anualmente el 

número de extranjeros permitidos. Para obtener la autorización, debían so-

meterse a examen de las autoridades sanitarias, rendir informes de diversa 

índole, presentar documentos de identificación y acreditar su calidad mi-

gratoria. Si no existía reciprocidad internacional, facultaba a la Secretaría 

de Gobernación para negar el ingreso al país o el cambio de calidad mi-

gratoria. Mencionaba la existencia de las estaciones migratorias para alo-

jar a los extranjeros a quienes se les autorizaba permanecer por un plazo 

máximo de 30 días. Sancionaba con prisión o multa al extranjero que con-

traía matrimonio con el único fin de radicar en el país y obtener beneficios 

previstos en las disposiciones legales.

Ley General de Población de 1974. Con la finalidad de vigilar la entra-

da y salida de los extranjeros, la Secretaría de Gobernación estableció dos 

tipos de servicios de migración: el interior y el exterior. El primero se brin-

daba por medio de las oficinas de la Secretaría de Gobernación en el país; 

el segundo, a través de los delegados de la propia secretaría, así como  
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por los miembros del Servicio Exterior Mexicano y las instituciones que 

con el carácter de auxiliares determine la secretaría. Esta ley considera-

ba que los extranjeros que incurrían en algunas de las siguientes infrac-

ciones se les cancelaría la calidad migratoria y serían expulsados del país 

sin perjuicio de que se les aplicaran las penas establecidas en otros pre-

ceptos legales:

a) Cuando auxilien, encubran o aconsejen a cualquier individuo para 

violar las disposiciones de la ley y su reglamento, siempre y cuan-

do no constituya delito.

b) Una vez expulsado se interne nuevamente en el país sin haber ob-

tenido acuerdo de readmisión.

c) Habiendo obtenido legalmente autorización para internarse en el país, 

viole las disposiciones legales a las que se condicionó su estancia.

d) Dolosamente haga uso o se ostente como poseedor de una cali-

dad migratoria distinta a la que le haya sido concedida por la Se-

cretaría de Gobernación.

e) Lleve mexicanos o extranjeros a internarse a otro país, sin la do-

cumentación correspondiente o introduzca extranjeros al territorio 

nacional, sin la debida documentación o con el propósito de tráfi-

co, los albergue o transporte por el territorio nacional a fin de ocul-

tarlos para evadir la revisión migratoria.

Como se puede apreciar en esta breve reseña histórica de la norma-

tividad del país, al extranjero se le ha visto casi siempre (a excepción de 

la Constitución de Apatzingán) con desconfianza. Se ha llegado a extre-

mos de calificar su probidad y honradez, e incluso a revisar su situación 

de salud para otorgarle la entrada al país, la cual ha sido regulada en sus 

máximos permitidos. Habitualmente, ha recibido un trato diferenciado del 

nacional o ciudadano al punto de ser deportado por acciones calificadas 

como perniciosas por su simple calidad de extranjero.
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La situación actual en el diseño constitucional 

mexicano: discriminación constitucionalizada

La Constitución es el instrumento que establece derechos y obligaciones 

con la finalidad de obtener cierto marco institucional de convivencia. Este 

documento normativo supremo es la traducción de una instancia sociocul-

tural y de la voluntad política mayoritaria. De este modo, se puede afirmar 

que las condiciones fácticas del Constituyente originario de 1917 eran dis-

tintas a las que enfrenta el Constituyente permanente hoy en día. Justo en 

ese desfase, entre un momento histórico y otro, se inserta la problemática 

de la actualización constitucional.

El diseño constitucional mexicano que regula los derechos políticos de 

los extranjeros en el país es limitativo. En materia de protección de dere-

chos humanos se debe diferenciar entre los términos distinción y discri-

minación. El término distinción se refiere a lo admisible, por ser razonable, 

proporcional y objetivo. La discriminación se utiliza para lo inadmisible, por 

violar derechos humanos y hace referencia a toda exclusión, restricción o 

privilegio que no sea objetivo y razonable, que redunde en detrimento de 

los derechos humanos. A la luz de un diseño democrático contemporáneo 

que tenga en cuenta los términos señalados, puede ser considerado di-

rectamente discriminatorio.

Al analizar el problema en términos jurídicos, no se puede hablar de 

contradicciones o discriminación constitucionalizada, pues la Constitu-

ción es el instrumento que delimita derechos al traducir la voluntad de un 

país. En este contexto, los derechos políticos del extranjero se conside-

ran limitados como una expresión de la voluntad mayoritaria. Estas limi-

tantes pueden ser consideradas como distintivas o discriminatorias; son 

discriminatorias si no muestran racionalidad en su objeto o finalidad, que 

presumiblemente sea, en este caso particular, la de salvaguardar la auto-

nomía de las decisiones populares. Es decir, que los votantes no respon-

dan sólo a intereses regionales. Pero esta opinión mayoritaria también se 

obligó por medio de tratados internacionales a respetar el principio de no 
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discriminación,7 con lo cual podemos hablar fundadamente de una anti-

nomia constitucional.

El artículo 1 de la CPEUM establece el principio de igualdad entre los in-

dividuos como una garantía constitucional. Este principio tiene algunas li-

mitaciones, como son: 

• La posibilidad de establecer limitaciones sobre emigración, inmi-

gración y salubridad general de la República, o sobre extranjeros 

perniciosos residentes en el país (CPEUM, artículo 11).

• Se reserva el ejercicio de los cargos y funciones para los cuales, 

por disposición de la Constitución, se requiera ser mexicano por 

nacimiento, y no adquirir otra nacionalidad (CPEUM, artículo 32).

• En tiempo de paz, ningún extranjero podrá servir en el Ejérci-

to, ni en las fuerzas de policía o seguridad pública (CPEUM, ar-

tículo 32).

7 Algunos de estos instrumentos internacionales son: Carta de la OEA (artículo 3.1); Convención 

Americana sobre Derechos Humanos (artículos 1 y 24); Declaración Americana de los Dere-

chos y Deberes del Hombre (artículo 2); Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, “Protocolo de 

San Salvador” (artículo 3); Carta de las Naciones Unidas (artículo 1.3); Declaración Universal  

de Derechos Humanos (artículos 2 y 7); Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales 

y Culturales (artículos 2.2 y 3); Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (artículos 2 

y 26); Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación 

Racial (artículo 2); Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos de Todos los 

Trabajadores Migratorios y de sus Familiares (artículos 1, 7, 18.1, 25, 27, 28, 43, 45.1, 48, 55 

y 70); Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer 

(artículos 2, 3, 5 a 16); Declaración sobre la Eliminación de Todas las Formas de Intolerancia y 

Discriminación Fundadas en la Religión o las Convicciones (artículos 2 y 4); Declaración de la 

Organización Internacional del Trabajo (OIT) relativa a los Principios y Derechos Fundamentales 

en el Trabajo y su Seguimiento (2.d); Proclamación de Teherán, Conferencia Internacional de 

Derechos Humanos de Teherán, 13 de mayo de 1968 (párrafos 1, 2, 5, 8 y 11); Declaración y 

Programa de Acción de Viena, Conferencia Mundial de Derechos Humanos, 14 a 25 de junio de 

1993 (I.15; I.19; I.27; I.30; II.B.1, artículos 19 a 24; II.B.2, artículos 25 a 27); Declaración sobre los 

Derechos de las Personas Pertenecientes a Minorías Nacionales o Étnicas, Religiosas y Lingüís-

ticas (artículos 2, 3, 4.1 y 5); Conferencia Mundial contra el Racismo, la Discriminación Racial, 

la Xenofobia y las Formas Conexas de Intolerancia; Declaración sobre la Raza y los Prejuicios 

Raciales (artículos 1, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8 y 9); Declaración sobre los Derechos Humanos de los 

Individuos que no son Nacionales de País en que Viven (artículos 5.1.b y 5.1.c).
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• Prohibición expresa para que los extranjeros sean capitanes, pi-

lotos, patrones, maquinistas, mecánicos y, de una manera ge-

neral, para todo el personal que tripule cualquier embarcación o  

aeronave que se ampare con la bandera o insignia mercante mexi-

cana. Lo mismo para desempeñar los cargos de capitán de puerto 

y todos los servicios de practicaje y comandante de aeródromo 

(CPEUM, artículo 32).

• Los mexicanos serán preferidos a los extranjeros en igualdad de cir-

cunstancias, para toda clase de concesiones y para todos los em-

pleos, cargos o comisiones de gobierno en que no sea indispen-

sable la calidad de ciudadano (CPEUM, artículo 32).

• La suspensión de los derechos políticos de las personas sujetas a 

proceso criminal, por un auto de formal prisión (CPEUM, artículo 38, 

fracción II).8 

• La preferencia de nacionales por encima del extranjero para con-

cesiones, empleos, cargos y comisiones (CPEUM, artículo 32) en ca-

so de igualdad de circunstancias,

• El Ejecutivo de la Unión tendrá la facultad exclusiva de hacer aban-

donar el territorio nacional, inmediatamente y sin necesidad de jui-

cio previo, a todo extranjero cuya permanencia juzgue inconvenien-

te (CPEUM, artículo 33).

Pero, al mismo tiempo, el principio de igualdad ha alcanzado un desa-

rrollo muy importante en otras áreas. Por ejemplo, el derecho de acceso a 

la información es universal, sin importar nacionalidad alguna.9 En el mis-

8 La Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación en sentencia del 11 

de junio de 2010, expedientes SUP-JDC-157/2010 y SUP-JRC-173/2010 acumulado, determinó 

que la presunción de inocencia no es un principio absoluto. Con un voto en contra del magis-

trado Manuel González Oropeza, quien consideró que el auto de formal prisión no es suficiente 

para la suspensión de derechos políticos, pues para eso se precisa una sentencia firme. 
9 Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental. Artículo 

2. “Toda la información gubernamental a que se refiere esta Ley es pública y los particulares 

tendrán acceso a la misma en los términos que ésta señala”.
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mo sentido, según interpretaciones del Poder Judicial de la Federación, los 

extranjeros pueden acudir a denunciar delitos (Registro No. 177003; No. 

204785; No. 254615), interponer juicios de amparo (Registro No. 190190), 

controversias resueltas en el sentido positivo, etcétera. Es decir, que tie-

nen capacidad y están legitimados para hacerlo. Pero lo significativo es 

que para que se hayan establecido estas tesis judiciales, necesariamente 

debió existir una parte interesada que considerara que los extranjeros no 

podían acudir a estas instancias. 

Frente a esto, las limitaciones de los derechos políticos de los extran-

jeros son bastante importantes.

• En materia política, sólo podrán hacer uso del derecho de petición 

los ciudadanos de la República (CPEUM, artículo 8).

• No tienen derecho a asociarse para tomar parte en los asuntos políti-

cos del país —derecho de asociación política— (CPEUM, artículo 9).

• Está prohibido que se inmiscuyan en los asuntos políticos del país 

(CPEUM, artículo 33).

• No pueden votar ni ser votados en elecciones populares (CPEUM, 

artículo 35, fracciones I y II).

• Se les niega el derecho de mayoría y representación al prohibirles 

la participación en la renovación de los poderes Legislativo y Eje-

cutivo (CPEUM, artículo 41).

Las limitaciones a los derechos políticos de los extranjeros residentes 

en México se pueden entender como la exclusión total de la participación 

democrática en la vida política del país. Esta situación los coloca en des-

igualdad de derechos políticos en relación con los ciudadanos, lo que tiene 

 La Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Distrito Federal. Artículo 3. 

“Toda la información generada, administrada o en posesión de los Entes Públicos se considera 

un bien de dominio público, accesible a cualquier persona en los términos y condiciones que 

establece esta Ley y demás normatividad aplicable”.
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como consecuencia, la negación de los principios democráticos fundamen-

tales de igualdad, libertad, mayoría y representación.10

La racionalidad del criterio asumido por el Constituyente es confusa. Por 

un lado, el extranjero debe cumplir con obligaciones tributarias, es decir 

debe pagar impuestos (SAT 2010).11 Pero, por otra parte, se le excluye to-

talmente de la participación en la vida política del país de residencia. Esto 

puede tener dos posibles explicaciones: la primera respuesta posible tiene 

que ver con la idea de preservación de la soberanía nacional, y la segunda, 

con la desactualización del marco constitucional en este aspecto.

10 La minoría de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal interpuso la acción de inconstituciona-

lidad 19/2004, que impugnaba que la Ley de Participación Ciudadana del Distrito Federal viola-

ba el artículo 9º constitucional. Dicho artículo reserva a los ciudadanos mexicanos el ejercicio de 

la libertad de reunión en asuntos políticos, por considerar que, las asambleas ciudadanas eran 

violatorias del dispositivo constitucional mencionado.

 La Suprema Corte de Justicia de la Nación resolvió que las figuras de “Comité Ciudadano” y 

“Consejo Ciudadano” son órganos de representación ciudadana, pero no son instituciones de 

toma de decisiones públicas. Estas últimas pueden definirse como aquellas que emanan de los 

órganos estatales. Tienen funciones de gestión, supervisión y evaluación de políticas públicas, 

cuya finalidad es permitir que los habitantes se hagan presentes para influir en la toma de deci-

siones de los órganos de autoridad. La acción de inconstitucionalidad dio origen a la siguiente 

jurisprudencia: Registro No. 176678 (2005).
11 Obligaciones en general. Las personas residentes en el extranjero que obtienen ingresos en 

México y que no tengan un establecimiento permanente en el país, o teniéndolo, y los ingresos 

no provengan de dicho establecimiento, tienen las siguientes obligaciones:

• Pagar el impuesto sobre la renta por los ingresos obtenidos. Esta obligación se cumple cuan-

do la persona que hace los pagos le retiene el impuesto y lo entrega al Servicio de Adminis-

tración Tributaria.

• Cuando la persona que efectúa los pagos no esté obligada a retener el impuesto, el contribu-

yente que obtenga los ingresos debe pagar, por medio de declaración, dentro de los 15 días 

siguientes a la obtención del ingreso.

• Las personas que presten servicios profesionales independientes, que perciban ingresos por 

honorarios, deben expedir recibos de honorarios.

• Las personas que perciban ingresos por arrendamiento de bienes inmuebles, o en general por 

otorgar el uso o goce temporal de dichos bienes, deben expedir recibos por las rentas cobradas.

• Los comprobantes que se deban expedir por servicios profesionales o por arrendamiento 

de bienes inmuebles deberán contener los requisitos fiscales con excepción del Registro 

Federal de Contribuyentes. Estos comprobantes podrán dejar de cumplir lo siguiente:

• Que los datos que contengan se encuentren impresos.

• Que hayan sido impresos en establecimientos autorizados por el SAT.

 Es importante mencionar que el impuesto que se pague mediante retención, o bien directamen-

te por el contribuyente, se considera pago definitivo, lo que significa que no se tiene obligación 

de presentar declaración anual.
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La idea de soberanía

La idea de soberanía nacional está relacionada íntimamente con la capa-

cidad de voto. Dicha soberanía puede interpretarse como la facultad de 

autodeterminación de los habitantes de un país (Rousseau 1964) que se 

traduce en la capacidad de votar. Esta capacidad es adjudicada a perso-

nas que no pondrán en peligro la capacidad de autodeterminación, es de-

cir, se busca excluir posiciones externas o que no sean autónomas.

Esta idea de soberanía y capacidad de voto esté relacionada con dos 

posibles explicaciones. Por un lado, con los temores convencionales de 

que el extranjero tenga intereses ajenos a los del país de residencia y que 

en caso de conflicto de algún tipo, se incline por mostrar lealtad con el 

país de origen y no con el de residencia. O en el peor de los casos, que no 

sienta ninguna lealtad por su comunidad adoptiva. No hay aquí ninguna 

idea de cosmopolitismo ciudadano, sino más bien, de comunidad de ori-

gen que determina el universo de sentido de los integrantes de dicha co-

munidad. A tal punto que es imposible pensar en otra lealtad que no sea a 

la comunidad de origen. Y por otra parte, la segunda explicación está re-

lacionada con la identificación cultural de Estado y nación. La primera es 

una construcción jurídico-política de organización social, mientras que la 

segunda es una construcción cultural de comunidad basada en una no-

ción compartida de bien común. La comunidad es un conjunto complejo 

de sentimientos de pertenencia, de similitud, de valores e intereses e his-

toria común, tradiciones y otros (Taylor 1989). A pesar de esta diferencia 

importante entre ambas instituciones (una legal y la otra cultural), con fre-

cuencia se tiende a identificarlas.12

En este contexto, el extranjero puede ser visto como alguien extraño que 

no comparte los valores, intereses y finalidades de la comunidad adoptiva. 

Y por este motivo, su lealtad no necesariamente pertenece a dicha comuni-

12 El propio Estado genera esta identificación permanente con la nación para obtener legitimidad 

y obediencia política.
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dad sino a la de origen. Esta concepción del extranjero renuncia a cualquier 

intento de integración social real y contradice la situación de movilidad de 

personas en un mundo contemporáneo de globalización.

Esto se refleja en el propio lenguaje del artículo 33 constitucional. La 

prohibición de inmiscuirse en los asuntos políticos del país señala que al 

extranjero es considerado como alguien que puede poner en riesgo la so-

beranía nacional y, por ese motivo, no tiene derecho a la igualdad y a la 

participación democrática. Obviamente, la idea de integración social del 

extranjero no está considerada como una cuestión necesaria.

La actualización constitucional

La idea de actualización en el constitucionalismo moderno es un principio 

dinámico que reconoce que las situaciones fácticas deben ser incorpora-

das en el rediseño del marco constitucional imperante para adaptarlo a las 

nuevas realidades sociales.

En este sentido, la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-

canos ha sido reformada en múltiples ocasiones. Desde 1917, solamente 

34 artículos de los 136 del total no han sido reformados. Pero esta actua-

lización constitucional no ha alcanzado a ninguno de los artículos referen-

tes a los derechos políticos de los extranjeros residentes en México. Esos 

artículos son los siguientes:

• El artículo 33, que establece la prohibición de inmiscuirse en la vi-

da política del país.

• El artículo 9, que establece la prohibición de inmiscuirse en la vida 

política del país.

• El artículo 35, que establece la prohibición de votar y ser votado, 

ha sido reformado en dos ocasiones, en 1990 y 1996. Pero ambas 

reformas se han enfocado en la fracción III, que no guarda relación 

con la prohibición mencionada.
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Algunas consideraciones sobre democracia  

y derechos políticos del extranjero

Desde hace algunos años, el Estado mexicano ha mostrado gran interés 

en convertirse en un Estado democrático. En este sentido, ha dado pasos 

significativos aunque no suficientes para consolidar la incipiente demo-

cracia, como la creación de la Comisión Nacional de Derechos Humanos 

(CNDH).13 Sin embargo, el tema de extranjería y derecho al voto ha perma-

necido fuera de este proceso modernizador del Estado.

El principio de igualdad debe ser garantizado por los estados sin dis-

criminación alguna.14 

La no discriminación, la igualdad ante la ley y la igual protección de la 

ley a favor de todas las personas, son elementos constitutivos de un prin-

cipio básico y general relacionado con la protección de los derechos fun-

damentales.

13 Por ejemplo, como la creación de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos ―CNDH― 

(DOF 1999), la creación del Instituto Federal de Acceso a la Información ―IFAI― (DOF 2002), la 

reforma constitucional al sistema de justicia penal (DOF 2008), etcétera.
14 De acuerdo con la Corte Interamericana de Derechos Humanos en la Opinión Consultiva oc-

18/03 de 17 de septiembre de 2003 (CIDH 2003), solicitada por los Estados Unidos Mexicanos 

―Condición Jurídica y Derechos de los Migrantes Indocumentados― los ordenamientos deben 

de ser interpretados de la siguiente manera: Artículos 3.l y 17 de la Carta de la OEA, los cuales 

señalan que: “Los Estados Americanos proclaman los derechos fundamentales de la persona 

humana sin hacer distinción de raza, nacionalidad, credo o sexo. Cada Estado tiene el derecho 

de desenvolver libre y espontáneamente su vida cultural, política y económica”. En este libre 

desenvolvimiento, el Estado respetará los derechos de la persona humana y los principios de 

la moral universal. b) Artículo 24 de la Convención Americana, que determina que: “Todas las 

personas son iguales ante la ley. En consecuencia, tienen derecho, sin discriminación, a igual 

protección de la ley”. c) Artículo II de la Declaración Americana, el cual manifiesta que: “Todas 

las personas son iguales ante la Ley y tienen los derechos y deberes consagrados en esta 

declaración sin distinción de raza, sexo, idioma, credo ni otra alguna”. d) Artículo 26 del Pacto 

Internacional de Derechos Civiles y Políticos, que estipula que: “Todas las personas son iguales 

ante la ley y tienen derecho sin discriminación a igual protección de la ley. A este respecto, la ley 

prohibirá toda discriminación y garantizará a todas las personas protección igual y efectiva con-

tra cualquier discriminación por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas 

o de cualquier índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra 

condición social”. e) Artículo 2.1 de la Declaración Universal, el cual señala que: “Toda persona 

tiene los derechos y libertades proclamados en esta Declaración, sin distinción alguna de raza, 

color, sexo, idioma, religión, opinión política o de cualquier otra índole, origen nacional o social, 

posición económica, nacimiento o cualquier otra condición”.
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Consideramos que el trato diferenciado dado a los extranjeros es evi-

dentemente discriminatorio, pues la regulación de iure no está sostenida 

en criterios, finalidades u objeto racional.

No es un tema irrelevante porque el trato limitativo y discriminador a 

los extranjeros residentes en el país crea un estatus disminuido de perso-

na frente al estatus máximo de ciudadano.15

La cuestión del extranjero

La igualdad entre individuos es un valor democrático que no acepta limita-

ciones. En términos generales, el desarrollo de las sociedades ha permitido 

que muchos criterios de exclusión hayan sido considerados y superados 

como un error histórico. El tema del extranjero es arcaico y similar a las 

distinciones políticas por motivo de género, de clase social o de identidad 

étnica (abandonadas en muchos estados modernos).

En este contexto, se inserta el caso ecuatoriano, que en 2008 generó un 

cambio constitucional y el derecho de voto a extranjeros residentes. Los ca-

sos de Argentina (1912) y Uruguay (1932), donde por cuestiones culturales 

(inmigración) los residentes extranjeros han tenido derecho al voto.16 El ca-

so español es otro ejemplo en que los extranjeros residentes pueden votar 

en elecciones aunque no sean nacionales (Ministerio del Interior 2010). En 

Japón se discute actualmente el derecho de voto a residentes extranjeros 

coreanos del sur y del norte que se asentaron por desplazamientos debi-

dos a guerras de sus países, a los que no regresaron (Noorbakhsh 2010). 

En el último caso, la discusión está centrada en el reconocimiento cultural 

hacia estos núcleos sociales. 

15 Aun en el caso de los mexicanos por naturalización, es decir, los extranjeros que adoptaron la 

nacionalidad mexicana, no pueden ser elegidos para ciertos cargos políticos y funciones del 

Estado (por ejemplo, artículos 55 ―diputado federal―, 58 ―senador federal―, 82 —presidente 

de la nación— y 95 ―ministro de la Suprema Corte de Justicia de la Nación―) (CPEUM).
16 En Ecuador y Uruguay se establecen requisitos de temporalidad en la residencia para poder 

votar.
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El derecho a voto derivado de la relación jurídica  

y no como estatus de la persona

El derecho a voto en México está vinculado a un estatus de la persona. 

Es decir, el requisito se refiere a ser extranjero o ciudadano, pero no está 

asociado a las relaciones jurídicas derivadas de ser una persona que resi-

de en México. Lo anterior genera conflictos con los principios de libertad 

e igualdad del sistema democrático.

Estas limitaciones a la igualdad y la libertad de los extranjeros residen-

tes se expresan en la negación del principio de participación y decisión 

(por ejemplo, en la renovación del Poder Legislativo y el Ejecutivo). Dichas 

limitaciones conforman una exclusión política que contradice abiertamen-

te el carácter democrático del sistema político nacional.17

Obligaciones vs. derechos políticos

Esta exclusión política no implica que el extranjero no sea considerado en 

igualdad de condiciones en otros ámbitos. Por ejemplo, en aquellas relati-

vas a obligaciones importantes ―como las cargas tributarias―. En ese pun-

to, la legislación es sencillamente paradójica: el extranjero residente tiene 

la obligación de sostener financieramente ―a través del pago de impues-

tos― el bien común del país adoptivo, pero no tiene derecho a participar 

en los procesos de toma de decisiones respecto de ese bien común.

Conclusión
La desigualdad discriminatoria de los extranjeros residentes, en relación con 

los ciudadanos en cuanto a los derechos políticos, es irracional en térmi-

nos de democracia. En la actualidad, con el alto grado de movilidad social 

e individual de las personas y las migraciones es incomprensible sostener 

una soberanía nacional fundada exclusivamente en una ciudadanía nacio-

17 Esto se suma al problema de la integración social del extranjero, que es simplemente abando-

nada en la ley constitucional.
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nal (es decir, lealtad comunitaria por nacimiento). Hace años que México 

intenta modernizar sus estructuras de Estado e insertarse en la comuni-

dad internacional. Sin embargo, el tema de los extranjeros residentes en 

el país sigue siendo un tema rezagado que no ha ocupado la debida aten-

ción de nuestras autoridades. En este sentido, México parece tener una 

deuda pendiente con los extranjeros que llegan al país a construir la na-

ción junto con los nacionales. 

Un Estado democrático debe garantizar a sus habitantes el derecho a 

participar en la vida pública. No es posible mantener a esas personas co-

mo observadores que sólo resienten la vida en México, pero no pueden in-

fluir políticamente en el desarrollo del país. 

Si el temor es la pérdida o la amenaza a la soberanía nacional, se pue-

den establecer formas o requisitos temporales para que el extranjero ―una 

vez que se convierta en residente permanente del país― pueda participar 

en la vida pública que una democracia y un Estado de derecho moderno 

exigen. En otras palabras, ya no es un problema normativo o de Estado, si-

no estrictamente de percepción y prejuicios culturales de la sociedad.
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